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      SALA DE DECISIÓN CIVIL Y DE FAMILIA

Magistrado Ponente:
Fernán Camilo Valencia López

Pereira, veintiuno de septiembre de dos mil nueve
Acta No 481.   

Se ocupa la Sala de decidir a continuación el recurso de apelación que el demandado, Duván Villegas López, interpuso contra la sentencia dictada el 1 de abril de 2009 por el Juzgado de Familia de Dosquebradas, Risaralda, en este proceso ordinario de filiación extramatrimonial promovido en su contra por la Defensoría de Familia de Dosquebradas. 




ANTECEDENTES
En la demanda presentada el 7 de julio de 2008 se solicitó declarar que el menor Miguel Ángel García Quintero, nacido el 1 de enero de 2008, es hijo extramatrimonial del señor Duván Villegas López; ordenar la inscripción del fallo en el registro del estado civil; disponer que la patria potestad del menor sea ejercida por la madre; fijar en el 40% del salario mínimo legal la cuota alimentaria a favor del menor; y condenar al demandado Villegas López, al reembolso de los gastos en que se incurra en la práctica de la prueba de ADN.

Para sustentar las anteriores pretensiones se afirmó que Yuli Andrea García Quintero y Duván Villegas López, por razón de su vecindad, se conocieron en el mes de diciembre del año 2006, inicialmente como amigos, y empezaron a tener relaciones sexuales desde enero de 2007, producto de las cuales procrearon al menor Miguel Ángel García Quintero, nacido el 1 de enero de 2008 en la ciudad de Pereira; que cuando la señora Yuli Andrea se enteró de su embarazo y se lo comunicó al señor López Villegas, éste reaccionó con enojo, diciéndole que se fuera; que el demandado a pesar de la vecindad, nunca ha querido visitar al menor, dada su actitud de resentimiento asumida desde que supo del embarazo; que el menor Miguel Ángel, solo ha contado con el apoyo de la madre y su familia para suplir sus necesidades, sin que el padre haya contribuido en nada para ello; y que pese a que el demandado fue citado ante la Defensoría de Familia Centro Zonal de Dosquebradas para efectos del reconocimiento del menor, éste nunca asistió.

Presentada la demanda se le imprimió el trámite que corresponde, siendo admitida mediante auto de julio 10 de 2008, disponiéndose además, la vinculación de la Procuradora de Familia y la práctica de la prueba genética. El demandado fue notificado personalmente el día 20 de octubre de 2008
, haciéndole entrega de copia de la demanda con sus anexos, descorriendo el traslado mediante apoderado judicial, que en su escrito manifiesta ser cierto que se presentó una efímera relación entre Duván Villegas López y Yuli Andrea García Quintero, y aunque advierte que no es renuente al reconocimiento de la paternidad del menor, es su deseo que se practique la prueba de ADN, y de resultar positiva, solicita se tenga en cuenta la existencia de dos hijos más, para efectos de fijar la cuota alimentaria. La toma de muestras para el examen de ADN se realizó el 26 de noviembre de 2008 en la Sede del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Pereira Risaralda, y el resultado indicó que el demandado tiene una probabilidad de paternidad de 99.9999%, y es 2.144.936,1613 veces más probable que Duván Villegas López sea el padre biológico del menor Miguel Ángel, a que no lo sea
.

Finalmente, la a-quo dictó sentencia del 1 de abril del año en curso, en la cual declaró que el señor Duván Villegas López es el padre extramatrimonial del menor Miguel Ángel García Quintero, hijo a la vez de Yuli Andrea García Quintero; ordenó la inscripción de la sentencia en el folio de nacimiento del menor para que continúe llevando el apellido del padre; privó al padre del ejercicio de la patria potestad; le fijó como cuota alimentaria el equivalente al 30% del salario mínimo legal; y adicionalmente, condenó al demandado a pagar el valor de la prueba genética, que asciende a la suma de cuatrocientos cincuenta mil pesos ($450.000.00).

De manera oportuna la parte demandada apeló dicho fallo, y ante esa misma instancia allegó escrito donde consigna los argumentos con los cuales sustenta su inconformidad con lo decidido. Considera en primer término, que el proceso discurrió conforme al impulso dado por la parte demandante, tornándose en una actuación prácticamente abreviada y sumaria, en la que luego de la notificación del auto admisorio de la demanda, sólo procedió a la contestación de la misma, y más que contradecir, coadyuvó a las pretensiones. Argumenta el apelante, que no es justo desde ningún punto de vista para su poderdante, suspenderle el ejercicio de la patria potestad sobre su hijo Miguel Ángel, pues ello constituye una flagrante violación de los derechos fundamentales del niño consagrados en la Constitución Política de Colombia, al privarlo de la posibilidad de gozar de un padre y de una familia frente a la sociedad. Sostiene igualmente el recurrente, que es evidente que quien es vencido en juicio, debe asumir las erogaciones resultantes de los gastos del proceso, para lo cual existe una normativa que ordena la liquidación de costas por secretaría, donde se deben incluir todos los gastos judiciales hechos por la parte beneficiada con la condena, siempre que aparezcan legal y formalmente comprobados en el expediente, y hayan sido de utilidad para el adecuado adelantamiento del proceso, y advierte, que aunque es cierto que la prueba pericial (prueba científica de ADN) se decretó y practicó dentro del proceso, también es cierto que fue ordenada como expreso mandato de la ley y derivada dentro del marco procesal como una verdadera prueba de oficio. 

CONSIDERACIONES

La parte recurrente ha expuesto al momento de sustentar la alzada que los presupuestos procesales de su impugnación no van dirigidos a cuestionar la declaratoria de filiación adoptada por la primera instancia en la sentencia que ocupa la atención del Tribunal,  sino respecto de los efectos de la misma relacionados con la privación del ejercicio de la patria potestad ordenada en el ordinal tercero de la parte resolutiva del fallo, al igual que la condena al pago del costo de la prueba científica de ADN a favor del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, que asciende a la suma de $450.000.00, en un plazo de diez días contados desde la ejecutoria de la sentencia. En este orden se asumirá por la Sala el examen de tales puntos de inconformidad.

Al tenor del artículo 288 del Código Civil, que fuera subrogado por el 19 de ley 75 de 1968, la patria potestad es el conjunto de derechos que la ley reconoce a los padres sobre los hijos no emancipados para facilitarles el cumplimiento de los deberes que en su condición de tales ella misma les ha señalado, los que están contemplados en los artículos 253 y 264 del Código Civil, según los cuales les corresponde a ambos y de común acuerdo el cuidado personal, la crianza, educación y establecimiento de los hijos.  Por la importancia que tiene el ejercicio de la también llamada potestad parental, se ha considerado por el legislador (art. 62 ibídem) que el padre o la madre declarado como tal en juicio contradictorio no podrá ejercerla. De tal suerte, que la decisión asumida por el juzgado no es caprichosa sino la consecuencia de la aplicación de la normativa dispuesta por el legislador, para concluir que como ante el resultado de la prueba genética practicada, la filiación necesariamente debía decretarse, adicionalmente debía privarse al padre de ella al no presentarse reconocimiento voluntario.
En la sustentación del recurso se alega, que al concluirse que el padre no puede ser titular de la patria potestad por la circunstancia de que la proclamación de su paternidad se dio por la expedición de un fallo judicial, se va en contravía de los derechos fundamentales del niño consagrados en la Carta Política, pues lo priva sin justificación alguna de gozar de un padre y de una familia en el futuro. Sin embargo, observa la Sala, que aunque el resultado de la prueba que determinó la probabilidad de paternidad del señor Duván Villegas López frente al menor Miguel Ángel, en un porcentaje del 99.9999% se conoce dentro de la foliatura desde el 6 de marzo del año en curso, no se ha adelantado diligencia alguna por parte del padre declarado, para efectos de llevar a cabo el registro civil del menor como hijo suyo ni que se hayan desplegado acciones de tipo sociofamiliar, de las que se avizore que en un futuro próximo, pueda esperarse que el señor Villegas López vaya a desempeñar su rol de padre de manera responsable, de tal forma que garantice el trato especial y protector que requieren los derechos e intereses de los menores de sus padres como principales comprometidos en su crecimiento y en su formación. Al contrario, según se indica en la demanda, éste nunca ha querido visitar al menor a pesar de su vecindad, y siempre ha asumido una actitud de resentimiento, abandono y desamparo desde el mismo momento en que supo del embarazo de la madre. Así que, como atinadamente lo tuvo en cuenta la a-quo, el artículo 62 del Código Civil, modificado por los Decretos 2820 de 1974 y 772 de 1975, con toda precisión establece que: “Cuando se trate de hijos extramatrimoniales, no tiene la patria potestad, ni puede ser nombrado guardador, el padre o la madre declarado tal en juicio contradictorio.”
Es una cuestión meramente objetiva. Declarada la paternidad por vía judicial porque el padre nunca quiso voluntariamente reconocerla, no puede ejercer la potestad parental, mucho menos cuando, como en este caso, ni siquiera se preocupó por averiguar por su cuenta si Miguel Ángel era o no su hijo a pesar de que desde mayo 7 de 2008 había sido citado con ese propósito ante la Defensoría de Familia de Dosquebradas, a donde no asistió, y cuando evidentemente tuvo oportunidad de detener el mencionado efecto de la declaratoria de paternidad judicial, presentándose a reconocer a su hijo antes de la sentencia ya conocido el valor irrefutable de la prueba judicial. Mejor dicho, tuvo oportunidad durante todo el proceso y hasta el día en que se profirió el fallo, para detener los efectos legales de la decisión que en juicio contradictorio se adoptara, pero no lo hizo y con ello determinó que fuera el funcionario del conocimiento el que lo decidiera, perdiendo por contera la oportunidad de ejercer la patria potestad que ahora reclama ya que la decisión consiguiente fue, entonces, producto de un juicio contradictorio. Y no se ha considerado conveniente que quien asume una paternidad no por su propia voluntad sino por la imposición judicial pueda ejercer en forma competente el conjunto de derechos que significa la misma. 
Resta analizar lo relativo al reembolso al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar del valor de la prueba genética practicada en este proceso. Se apoya el recurrente en que como la prueba pericial (científica de ADN), se decretó y ordenó por expreso mandato de la ley y derivada dentro del marco procesal como una prueba de oficio, no tiene por qué asumir dicho pago. Ciertamente aconteció de tal forma, pero acerca de este punto, ha de precisarse, que aquí es menester dar aplicación al parágrafo 3º del artículo 6º de la ley 721 de 2001, por cuya virtud, cuando mediante sentencia se establezca la paternidad o maternidad en los procesos de que trata la referida ley, el juez en la misma sentencia que prestará mérito ejecutivo dispondrá la obligación para quien haya sido encontrado padre o madre, de reembolsar los gastos en que hubiere incurrido la entidad determinada por el Gobierno Nacional para asumir los costos de la prueba correspondiente. Para ese fin, se dará aplicación a lo previsto en el Acuerdo 4024 de 2007, emitido por la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, cuyo artículo 6° señala que se debe remitir “copia de la sentencia con la constancia de ser primera copia y de prestar mérito ejecutivo a la Dirección Regional del ICBF que corresponda de conformidad con el ámbito territorial del respectivo juzgado para los fines pertinentes”.
De acuerdo con lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, en Sala de Decisión Civil y de  Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  CONFIRMA en todas sus partes la sentencia que dictó en este proceso el Juzgado de Familia de Dosquebradas el 1 de abril pasado.

Sin costas en esta instancia.

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López

Claudia María Arcila Ríos




        Gonzalo Flórez Moreno

�Ver folio 15 cuaderno No.1. 


� Ver folio 36 cuaderno No.1
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